
 

5. SUPENSIÓN DEL AMPARO RECLAMADO. 

5.1. Suspensión del acto en el amparo indirecto. 

 

La figura jurídica de la suspensión en el amparo   

 

“(�) Es la medida cautelar por virtud de la cual el órgano jurisdiccional que 

conoce del juicio de garantías, en forma potestativa y unilateral, ordena a las 

autoridades señaladas como responsables que mantengan paralizada o detenida 

su actuación durante todo el tiempo que dure la sustanciación del juicio de 

amparo, hasta en tanto se resuelva en definitiva sobre la constitucionalidad o 

inconstitucionalidad de sus actos; tiende a obrar hacia el futuro y nunca hacia el 

pasado, pues su finalidad es que no se ejecuten materialmente los actos y no 

queden irreparablemente consumadas las violaciones alegadas; además, tiende 

a preservar la materia del juicio y evitar que el quejoso resienta perjuicios 

irreparables con la ejecución del acto reclamado.”1 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha dispuesto una idea de la 

suspensión vinculada al amparo indirecto, la cual dice así: 

Es la medida cautelar por virtud de la cual el órgano jurisdiccional que conoce del 

juicio de garantías, en forma potestativa y unilateral, ordena a las autoridades 

señaladas como responsables que mantengan paralizada o detenida su actuación 

durante todo el tiempo que dure la sustanciación del juicio de amparo, hasta en 

tanto se resuelva en definitiva sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de 

sus actos. 

La ley de amparo contempla básicamente dos tipos de suspensión, que es la 

suspensión de oficio y la suspensión a petición de parte. Es pertinente señalar que 

las variantes de la suspensión en cuanto al tipo de amparo, están en el 

procedimiento de tramitación de la suspensión.  

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha dispuesto que la suspensión de 

parte es una medida que opera dentro del marco estricto de la solicitud que en 

forma expresa formule la parte quejosa en la demanda, cuya exigencia requiere, 
                                            
1 Suprema Corte de Justicia de la Nación; Diccionario Jurídico de Amparo; Ob. cit.; Voz que debe de buscarse “suspensión”. 



además, que no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones 

de orden público y que sean de difícil reparación los daños y perjuicios que 

puedan ocasionarse al agraviado con la ejecución del acto o actos reclamados; el 

otorgamiento de esta medida está sujeta a la comprobación, cuando menos 

presuntivamente, del interés jurídico del promovente para paralizar o detener la 

ejecución de los actos de la autoridad, ya sea en forma provisional o definitiva, que 

por sus efectos temporales tiende a preservar la materia del juicio y durará hasta 

en tanto se resuelva el fondo del problema efectivamente planteado en el amparo, 

no obstante que se interponga en contra de esa decisión, el recurso 

correspondiente.2  

Este tipo de suspensión está regulada por la Ley de Amparo en su artículo 123 

que dice así: Procede la suspensión de oficio 

I. Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, 

deportación o destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la 

Constitución Federal; 

II. Cuando se trate de algún otro acto, que, si llegare a consumarse, haría 

físicamente imposible restituir al quejoso en el goce de la garantía individual 

reclamada. 

III . (Derogada). 

La suspensión a que se refiere este artículo se decretará de plano en el mismo 

auto en que el juez admita la demanda, comunicándose sin demora a la autoridad 

responsable, para su inmediato cumplimiento, haciendo uso de la vía telegráfica, 

en los términos del párrafo tercero del artículo 23 de la ley de amparo. 

Los efectos de la suspensión de oficio únicamente consistirán en ordenar que 

cesen los actos que directamente pongan en peligro la vida, permitan la 

deportación o el destierro del quejoso o la ejecución de alguno de los actos 

prohibidos por el artículo 22 constitucional; y tratándose de los previstos en la 

fracción II de este artículo, serán los de ordenar que las cosas se mantengan en el 

estado que guarden, tomando el juez las medidas pertinentes para evitar la 

consumación de los actos reclamados. 

                                            
2 Ibídem; Voz que debe de buscarse “suspensión de parte”. 



La suspensión de oficio es la medida cautelar con efectos definitivos que no 

necesita sustanciarse por la vía incidental, ya que se decreta de plano en el mismo 

auto que admite la demanda, en razón de la naturaleza grave  de los actos que se 

reclaman, como son los que importen peligro de privación de la vida, 

deportación o destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la 

Constitución Federal, o cuando se trate de algún otro acto que, si llegare a 

consumarse, haría físicamente imposible restituir al quejoso en el goce de la 

garantía individual reclamada.  

También procede dicha medida, conforme al artículo 233 de la Ley de Amparo, 

cuando los actos reclamados tengan o puedan tener por consecuencia la privación 

total o parcial, temporal o definitiva,  de los bienes agrarios del núcleo de 

población o su sustracción del régimen jurídico ejidal.3 

Cuanto a la suspensión a instancia de parte, la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación ha dispuesto lo siguiente: 

La suspensión de parte es una medida que opera dentro del marco estricto de la 

solicitud que en forma expresa formule la parte quejosa en la demanda, cuya 

exigencia requiere, además, que no se siga perjuicio al interés social ni se 

contravengan disposiciones de orden público y que sean de difícil reparación los 

daños y perjuicios que puedan ocasionarse al agraviado con la ejecución del acto 

o actos reclamados; el otorgamiento de esta medida está sujeta a la 

comprobación, cuando menos presuntivamente, del interés jurídico del 

promovente para paralizar o detener la ejecución de los actos de la autoridad, ya 

sea en forma provisional o definitiva, que por sus efectos temporales tiende a 

preservar la materia del juicio y durará hasta en tanto se resuelva el fondo del 

problema efectivamente planteado en el amparo, no obstante que se interponga 

en contra de esa decisión, el recurso correspondiente.4  

La ley de amparo la contempla en su artículo 124, que dice así: 

 Fuera de los casos a que se refiere el artículo anterior, la suspensión se decretará 

cuando concurran los requisitos siguientes:  

I. Que la solicite el agraviado. 

                                            
3 Ibídem; Voz que debe de buscarse “suspensión de oficio”. 
4 Ibídem; Voz que debe de buscarse “suspensión de parte”. 



II. Que no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de 

orden público. 

Se considera, entre otros casos, que sí se siguen esos perjuicios o se realizan 

esas contravenciones, cuando de concederse la suspensión: 

a) Se continúe el funcionamiento de centros de vicio, de lenocinios, la producción 

y el comercio de drogas enervantes; 

b) Se permita la consumación o continuación de delitos o de sus efectos; 

c) Se permita el alza de precios con relación a artículos de primera necesidad o 

bien de consumo necesario; 

d) Se impida la ejecución de medidas para combatir epidemias de carácter grave, 

el peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país, o la campaña contra el 

alcoholismo y la venta de sustancias que envenenen al individuo o degeneren la 

raza; 

e) Se permita el incumplimiento de las órdenes militares; 

f) Se produzca daño al medio ambiente, al equilibrio ecológico o que por ese 

motivo afecte la salud de las de las personas, y 

g) Se permita el ingreso al país de mercancías cuya introducción esté prohibida en 

términos de Ley o bien se encuentre en algunos de los supuestos previstos en el 

artículo 131 párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; se incumplan con las normas relativas a regulaciones y restricciones 

no arancelarias a la exportación o importación, salvo el caso de las cuotas 

compensatorias, las cuales se apegarán a lo regulado en el artículo 135 de esta 

Ley; se incumplan con las Normas Oficiales Mexicanas; se afecte la producción 

nacional; 

III. Que sean de difícil reparación los daños y perjuicios que se causen al 

agraviado con la ejecución del acto. 

El juez de Distrito, al conceder la suspensión, procurará fijar la situación en que 

habrán de quedar las cosas y tomará las medidas pertinentes para conservar la 

materia del amparo hasta la terminación del juicio. 

 

5.2. Suspensión en el amparo penal. 



 

La suspensión en el amparo penal no es ajena a lo dispuesto por lo dispuesto por 

la Ley de Amparo, la que divide a la suspensión en los dos tipos o clases ya 

referidos, tomando como base el criterio contenido en sus artículos 122, 123 y 124 

de la Ley de Amparo. De conformidad con esta clasificación, la suspensión podrá 

solicitarse de oficio o a petición de parte según se trate del asunto particular y 

concreto.  

Es necesario recalcar, que como se señaló con antelación la suspensión de oficio 

será procedente en los juicios de amparo en materia penal, en los casos 

siguientes: 

I. Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, 

deportación o destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la 

Constitución Federal; 

II. Cuando se trate de algún otro acto, que, si llegere a consumarse, haría 

físicamente imposible restituir al quejoso en el goce de la garantía individual 

reclamada. 

III. (Derogada). 

La suspensión a que se refiere este artículo se decretará de plano en el mismo 

auto en que el juez admita la demanda, comunicándose sin demora a la autoridad 

responsable, para su inmediato cumplimiento, haciendo uso de la vía telegráfica, 

en los términos del párrafo tercero del artículo 23 de la ley de amparo. 

Sus efectos únicamente consistirán en ordenar que cesen los actos que 

directamente pongan en peligro la vida, permitan la deportación o el destierro 

del quejoso o la ejecución de alguno de los actos prohibidos por el artículo 

22 constitucional; y tratándose de los previstos en la fracción II del artículo 123 

de la ley de amparo, serán los de ordenar que las cosas se mantengan en el 

estado que guarden, tomando el juez las medidas pertinentes para evitar la 

consumación de los actos reclamados.5 

La suspensión de oficio es la medida cautelar con efectos definitivos que no 

necesita sustanciarse por la vía incidental, ya que se decreta de plano en el mismo 
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auto que admite la demanda, en razón de la naturaleza grave  de los actos que se 

reclaman, como son los que importen peligro de privación de la vida, 

deportación o destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la 

Constitución Federal, o cuando se trate de algún otro acto que, si llegare a 

consumarse, haría físicamente imposible restituir al quejoso en el goce de la 

garantía individual reclamada.  

En cuanto a la suspensión de parte, para su procedencia contra actos derivados 

de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el Juez de amparo 

deberá exigir al quejoso que exhiba garantía, sin perjuicio de las medidas de 

aseguramiento que estime convenientes.  

El juez de amparo fijará el monto de la garantía, tomando en cuenta los elementos 

siguientes: 

I. La naturaleza, modalidades y características del delito que se impute al quejoso; 

II. La situación económica del quejoso, y 

III. La posibilidad de que el quejoso se sustraiga a la acción de la justicia.6 

Si el acto reclamado afecta la libertad personal, la suspensión sólo producirá el 

efecto de que el quejoso quede a disposición del juez de Distrito únicamente 

en cuanto a ella se refiera, quedando a disposición de la autoridad que deba 

juzgarlo, cuando el acto emane de un procedimiento del orden penal por lo que 

hace a la continuación de éste.  

Cuando el acto reclamado consista en la detención del quejoso efectuada por 

autoridades administrativas distintas del Ministerio Público como probable 

responsable de algún delito, la suspensión se concederá, si procediere, sin 

perjuicio de que sin dilación sea puesto a disposición del Ministerio Público, para 

que éste determine su libertad o su retención dentro del plazo y en los términos 

que el párrafo séptimo del artículo 16 constitucional lo permite, o su consignación. 

De consistir el acto reclamado en detención del quejoso efectuada por el Ministerio 

Público, la suspensión se concederá y desde luego se pondrá en inmediata 

libertad, si del informe previo que rinda la autoridad responsable no se acreditan 

con las constancias de la averiguación previa la flagrancia o la urgencia, o bien si 
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dicho informe no se rinde en el término de veinticuatro horas. De existir flagrancia 

o urgencia se prevendrá al Ministerio Público para que el quejoso, sea puesto en 

libertad o se le consigne dentro del término de cuarenta y ocho horas o de noventa 

y seis horas según sea el caso, a partir de su detención. 

Si se concediere la suspensión en los casos de órdenes de aprehensión, 

detención o retención, el juez de Distrito dictará las medidas que estime 

necesarias para el aseguramiento del quejoso, a efecto de que pueda ser devuelto 

a la autoridad responsable en caso de no concedérsele el amparo. 

Cuando la orden de aprehensión, detención o retención, se refiera a delito que 

conforme a la ley no permita la libertad provisional bajo caución, la suspensión 

sólo producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del juez de Distrito 

en el lugar en que éste señale, únicamente en lo que se refiera a su libertad 

personal, quedando a disposición de la autoridad a la que corresponda conocer 

del procedimiento penal para los efectos de su continuación. 

Cuando el acto reclamado consista en la detención del quejoso por orden de 

autoridades administrativas distintas del Ministerio Público, podrá ser puesto en 

libertad provisional mediante las medidas de aseguramiento y para los efectos que 

expresa el párrafo anterior. 

En los casos en que la afectación de la libertad personal del quejoso provenga de 

mandamiento de autoridad judicial del orden penal o del Ministerio Público, o de 

auto de prisión preventiva, el juez dictará las medidas adecuadas para garantizar 

la seguridad del quejoso y éste podrá ser puesto en libertad bajo caución 

conforme a la fracción I del artículo 20 constitucional y a las leyes federales o 

locales aplicables al caso, siempre y cuando el juez o tribunal que conozca de la 

causa respectiva no se haya pronunciado en ésta sobre la libertad provisional de 

esa persona, por no habérsele solicitado. 

La libertad bajo caución podrá ser revocada cuando incumpla en forma grave con 

cualquiera de las obligaciones que en términos de ley se deriven a su cargo en 

razón del juicio de amparo o del procedimiento penal respectivo. 

Las partes podrán objetar en cualquier tiempo el contenido del informe previo. En 

los casos previstos en el artículo 204 de la ley de amparo, se considerará hecho 



superveniente la demostración de la falsedad u omisión de datos en el contenido 

del informe y el juez podrá modificar o revocar la interlocutoria en que hubiese 

concedido o negado la suspensión; además, dará vista al Ministerio Público 

Federal para los efectos del precepto legal citado.7 

Cuando haya temor fundado de que la autoridad responsable trate de burlar las 

órdenes de libertad del quejoso o, de ocultarlo, trasladándolo a otro lugar, el juez 

de Distrito podrá hacerlo comparecer a su presencia para hacer cumplir dichas 

órdenes.8 

En los casos en que la suspensión sea procedente, se concederá en forma tal que 

no impida la continuación del procedimiento en el asunto que haya motivado el 

acto reclamado, hasta dictarse resolución firme en él; a no ser que la continuación 

de dicho procedimiento deje irreparablemente consumado el daño o perjuicio que 

pueda ocasionarse al quejoso.  

Cuando la suspensión se haya concedido contra actos derivados de un 

procedimiento penal que afecten la libertad personal, el quejoso tendrá la 

obligación de comparecer dentro del plazo de tres días ante el juez de la causa o 

el Ministerio Público y, en caso de no hacerlo, dejará de surtir efectos la 

suspensión concedida.9 

El auto en que un juez de Distrito conceda la suspensión surtirá sus efectos desde 

luego, aunque se interponga el recurso de revisión; pero dejará de surtirlos si el 

agraviado no llena, dentro de los cinco días siguientes al de la notificación, los 

requisitos que se le hayan exigido para suspender el acto reclamado.  

El auto en que se niegue la suspensión definitiva deja expedita la jurisdicción de la 

autoridad responsable para la ejecución del acto reclamado, aun cuando se 

interponga el recurso de revisión; pero si el Tribunal Colegiado de Circuito que 

conozca del recurso revocare la resolución y concediere la suspensión, los efectos 

de ésta se retrotraerán a la fecha en que fue notificada la suspensión provisional, 
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o lo resuelto respecto a la definitiva, siempre que la naturaleza del acto lo 

permita.10 

 

5.3. Suspensión en el amparo fiscal. 

 

Cuando el amparo se pida contra el cobro de contribuciones y aprovechamientos, 

podrá concederse discrecionalmente la suspensión del acto reclamado, la que 

surtirá efectos previo depósito del total en efectivo de la cantidad a nombre de la 

Tesorería de la Federación o la de la entidad federativa o municipio que 

corresponda, depósito que tendrá que cubrir el monto de las contribuciones, 

aprovechamientos, multas y accesorios que se lleguen a causar, asegurando con 

ello el interés fiscal. En los casos en que se niegue el amparo, cuando exista 

sobreseimiento del mismo o bien cuando por alguna circunstancia se deje sin 

efectos la suspensión en el amparo, la autoridad responsable hará efectivos los 

depósitos.11 

Registro IUS: 169031 

Tesis: XXI.2o.P.A.83 A 

Localización: 9a. Época, T.C.C., S.J.F. y su Gaceta, Tomo  XXVIII, Agosto de 

2008, p. 1205, [A], Administrativa. 

Rubro: SUSPENSIÓN CONTRA EL COBRO DE CONTRIBUCIONES Y 

APROVECHAMIENTOS. PARA CONCEDERLA ES INNECESARIO EXIGIR AL 

QUEJOSO LA EXHIBICIÓN DEL DEPÓSITO DEL TOTAL EN EFECTIVO DE LA 

CANTIDAD POR EL MONTO DE AQUÉLLOS, ASÍ COMO DE LAS MULTAS Y 

ACCESORIOS QUE SE LLEGUEN A CAUSAR, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 

135 DE LA LEY DE AMPARO, SI EN EL INFORME PREVIO LA AUTORIDAD 

RECONOCIÓ LA FINALIDAD DE LA DILIGENCIA DE AMPLIACIÓN DE 

EMBARGO QUE PRACTICÓ, CONSISTENTE EN ASEGURAR EL INTERÉS 

FISCAL. 

 

5.4. Incidentes. 
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Dentro de este tipo de incidentes en la suspensión se presentan los siguientes: 

A) El incidente de suspensión en el que se tramita la suspensión a petición 

de parte.  

Tratándose de la suspensión provisional, deriva de una orden judicial 

potestativa y unilateral que dicta el Juez de Distrito; se resuelve en vía incidental 

con la sola presentación de la demanda y la solicitud de suspensión, pues la 

afectación inminente de daños y perjuicios de difícil reparación permite esa 

apreciación, cuya procedencia apriorística nace de una urgencia; esta medida 

tiene como efecto suspender la ejecución material del acto reclamado, es decir, 

mantener las cosas en el estado que guardan hasta en tanto se resuelva  la 

suspensión definitiva. 

Por lo que respecta a la suspensión definitiva, al celebrase  la audiencia 

incidental, el Juez de Distrito procederá a dictar la resolución que corresponda, 

concediéndola o negándola, de acuerdo con la comprobación o no de la afectación 

del interés jurídico del quejoso; su objeto es conservar la materia del juicio y de 

ninguna manera comprometer el criterio judicial, en lo que respecta a la sentencia 

de fondo que pone fin a la primera instancia del juicio constitucional. Su efecto es 

que no se ejecute el acto reclamado y, por ende, detener o paralizar la ejecución 

material de la actividad de la autoridad hasta en tanto se resuelva en definitiva 

sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado que será 

cuando se lleve a cabo la audiencia constitucional. 

En los casos en que es procedente la suspensión, pero pueda ocasionar daño o 

perjuicio a tercero, se concederá si el quejoso otorga garantía bastante para 

reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con aquélla se causaron si no 

obtiene sentencia favorable en el juicio de amparo.  

Cuando con la suspensión puedan afectarse derechos del tercero perjudicado que 

no sean estimables en dinero, la autoridad que conozca del amparo fijará 

discrecionalmente el importe de la garantía.12  

                                            
12 Artículo 125 de la Ley de Amparo. 



La suspensión otorgada conforme al artículo 125 de la Ley de Amparo, quedará 

sin efecto si el tercero da, a su vez, caución bastante para restituir las cosas al 

estado que guardaban antes de la violación de garantías y pagar los daños y 

perjuicios que sobrevengan al quejoso, en el caso de que se le conceda el 

amparo.  

Para que surta efectos la caución que ofrezca el tercero, conforme al párrafo 

anterior, deberá cubrir previamente el costo de la que hubiese otorgado al 

quejoso. Este costo comprenderá: 

I. Los gastos o primas pagados, conforme a la ley, a la empresa afianzadora 

legalmente autorizada que haya otorgado la garantía; 

II. El importe de las estampillas causadas en certificados de libertad de 

gravámenes y de valor fiscal de la propiedad cuando hayan sido expresamente 

recabados para el caso, con los que un fiador particular haya justificado su 

solvencia, más la retribución dada al mismo, que no excederá, en ningún caso, del 

cincuenta por ciento de lo que cobraría una empresa de fianzas legalmente 

autorizada; 

III. Los gastos legales de la escritura respectiva y su registro, así como los de la 

cancelación y su registro, cuando el quejoso hubiere otorgado garantía 

hipotecaria;  

IV. Los gastos legales que acredite el quejoso haber hecho para constituir el 

depósito.13 

B) Incidente de violación a la suspensión. 

Es el procedimiento legal que se inicia con motivo de la denuncia que hace el 

quejoso de la desobediencia de las autoridades responsables a la resolución que 

haya decretado la medida cautelar, la cual requiere para determinar su existencia, 

que se haya concedido la suspensión con o sin garantía; que se comunique 

oportunamente a las autoridades responsables que sigue surtiendo sus efectos; y 

que en fecha posterior a su conocimiento hayan ejecutado los actos que son 

objeto de la suspensión concedida.  Por tanto, la materia de análisis de esta vía la 

constituyen, por una parte, el determinar si se deja o no insubsistente el acto 

                                            
13 Artículo 126 de la Ley de Amparo. 



violatorio de la medida suspensional, siempre que la naturaleza del acto lo 

permita, volviendo las cosas al estado que tenían al otorgarse esa providencia; y 

por otra, si la conducta de la autoridad responsable actualiza o no una 

responsabilidad administrativa o penal por su desacato, aunque bien puede 

declararse sólo la procedencia de uno de esos efectos. 

C) Para la ejecución y cumplimiento de la suspensión. 

La ley de amparo ha dispuesto lo siguiente: 

Para la ejecución y cumplimiento del auto de suspensión, se observarán las 

disposiciones de los artículos 104, 105, párrafo primero, 107 y 111 de la ley de 

amparo.  

Las mismas disposiciones se observarán, en cuanto fueren aplicables, para la 

ejecución del auto en que se haya concedido al quejoso su libertad caucional 

conforme al artículo 136.14 

D) Incidente de reparación del daño. 

Cuando se trate de hacer efectiva la responsabilidad proveniente de las garantías 

y contragarantías que se otorguen con motivo de la suspensión, se tramitará ante 

la autoridad que conozca de ella un incidente, en los términos prevenidos por el 

Código Federal de Procedimientos Civiles.  

Este incidente deberá promoverse dentro de los seis meses siguientes al día en 

que se notifique a las partes la ejecutoria de amparo; en la inteligencia de que, de 

no presentarse la reclamación dentro de ese término, se procederá a la devolución 

o cancelación, en su caso, de la garantía o contragarantía, sin perjuicio de que 

pueda exigirse dicha responsabilidad ante las autoridades del orden común.15 

 

5.5. Suspensión del acto en el amparo directo. 

 

La noción que la Suprema Corte de Justicia de la Nación aporta de la suspensión 

en amparo directo es la siguiente: 

Es una medida cautelar que se decreta por la autoridad responsable en los juicios 

de amparo de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito y de la 

                                            
14 Ibídem; Artículo 143. 
15 Ibídem; Artículo 129. 



Suprema Corte de Justicia de la Nación; para decidir sobre la suspensión del acto 

reclamado no se prevé su desahogo en una audiencia, toda vez que esta medida 

cautelar se resuelve de plano por la autoridad responsable, sin sustanciación 

previa, lo que tiene explicación en el hecho de que el acto reclamado lo constituye 

invariablemente una sentencia definitiva, un laudo o alguna resolución  que haya 

puesto fin al juicio.  

El objeto de la suspensión en el juicio de amparo es conservar la materia del 

mismo y, por ello, no compromete el criterio judicial en lo que respecta a la 

sentencia del fondo del juicio constitucional. Su efecto es que la autoridad 

responsable, tan pronto como el quejoso lo solicite, detenga o paralice la ejecución 

material de la actividad de la autoridad hasta en tanto se resuelva en definitiva 

sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado.  

En materia penal la autoridad responsable mandará suspender de plano la 

ejecución de la sentencia reclamada. 

En los juicios de amparo de la competencia de los Tribunales Colegiados de 

Circuito, la autoridad responsable decidirá sobre la suspensión de la ejecución del 

acto reclamado con arreglo al artículo 107 de la Constitución, sujetándose a las 

disposiciones de la ley de amparo.16 

Cuando se trate de sentencias definitivas dictadas en juicios del orden penal, al 

proveer la autoridad responsable, conforme a los párrafos primero y segundo del 

artículo 168 de esta ley, mandará suspender de plano la ejecución de la sentencia 

reclamada.17 

Cuando la sentencia reclamada imponga la pena de privación de la libertad, la 

suspensión surtirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del Tribunal 

Colegiado de Circuito competente, por mediación de la autoridad que haya 

suspendido su ejecución, la cual podrá ponerlo en libertad caucional si 

procediere.18 

Cuando se trate de sentencias definitivas o de resoluciones que pongan fin al 

juicio, dictadas en juicios del orden civil o administrativo, la suspensión se 

                                            
16 Ibídem; Artículo 170. 
17 Ibídem; Artículo 171. 
18 Ibídem; Artículo 172. 



decretará a instancia del agraviado, si concurren los requisitos que establece el 

artículo 124, o el artículo 125 de la ley de amparo en su caso, y surtirá efecto si se 

otorga caución bastante para responder de los daños y perjuicios que pueda 

ocasionar a tercero.  

En los casos a que se refieren las disposiciones anteriores, son aplicables los 

artículos 125 párrafo segundo, 126, 127 y 128 de la ley de amparo. 

Cuando se trate de resoluciones pronunciadas en juicios del orden civil, la 

suspensión y las providencias sobre admisión de fianzas y contrafianzas, se 

dictarán de plano, dentro del preciso término de tres días hábiles.19 

Tratándose de laudos o de resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por 

tribunales del trabajo, la suspensión se concederá en los casos en que, a juicio del 

presidente del tribunal respectivo, no se ponga a la parte que obtuvo, si es la 

obrera, en peligro de no poder subsistir mientras se resuelve el juicio de amparo, 

en los cuales sólo se suspenderá la ejecución en cuanto exceda de lo necesario 

para asegurar tal subsistencia.  

La suspensión surtirá efectos si se otorga caución en los mismos términos del 

artículo anterior, a menos que se constituya contrafianza por el tercero 

perjudicado.20 

Cuando la ejecución o la inejecución del acto reclamado pueda ocasionar 

perjuicios al interés general, la suspensión se concederá o negará atendiendo a no 

causar esos perjuicios.  

En estos casos la suspensión surtirá sus efectos sin necesidad de que se otorgue 

fianza.21 

Las cauciones a que se refieren los artículos 173 y 174 de la ley de amparo se 

harán efectivas ante la misma autoridad responsable, tramitándose el incidente de 

liquidación en los términos establecidos por el artículo 129 de la ley de amparo.22 

 

 

                                            
19 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN; Ley de Amparo; Diccionario Jurídico de Amparo; Ley de Amparo y su 
interpretación por la Suprema Corte de Justicia de la Nación; C.D.; México; 2008; Artículo 173. 
20 Ibídem; Artículo 174. 
21 Ibídem; Artículo 175. 
22 Ibídem; Artículo 176. 


